El siguiente es el documento presentado por el Magistrado ponente que sirvió de base para proferir en audiencia la sentencia de segunda instancia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en el audio que reposa en la Secretaría.
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Providencia:                 Sentencia - 2ª instancia - 17 de mayo de 2017
Proceso

Ordinario Laboral – Confirma sentencia que accedió a las pretensiones

Radicación Nro.
66001-31-05-003-2015-00626-01

Demandante:

Manuel Vélez Lugo      

Demandado:

AFP Porvenir S.A.
Magistrado Ponente:    Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
Juzgado Tercero Laboral del Circuito

Tema:


1. NATURALEZA JURÍDICA DE LOS BONOS PENSIONALES. Señala el artículo 121 de la Ley 100 de 1993, que los bonos pensionales son instrumentos de deuda pública nacional, con las características indicadas en el artículo 116 ibídem, esto es, nominativos, que se expresen en pesos, endosables a favor de las entidades administradoras de pensiones o aseguradoras con destino al pago de las pensiones que generan a cargo del emisor un interés equivalente a la tasa DTF y que,  según el artículo 12 del Decreto 1299 de 1994, pueden ser negociados en el mercado secundario. Dichos bonos, tal y como lo establece el artículo 115 de la Ley 100 de 1993, constituyen aportes destinados a contribuir en la conformación del capital necesario para financiar las pensiones de los afiliados al sistema general de pensiones. Bajo esas características y con esos fines, se tiene entonces que los bonos pensionales son valores de contenido crediticio que tienen su propia Ley condicionada de circulación; sin que tengan la misma connotación de los títulos valores en los términos señalados en el Código de Comercio, pues no se puede perder de vista que el artículo 53 del Decreto 1748 de 1995 permite la desmaterialización de los bonos pensionales por medio de Depósitos Centralizados de Valores, lo que significa que el valor no está representado en un documento físico con firma del emisor, sino que se conservan en bases de datos informáticas custodiadas por la entidad legalmente designada para ello. 2. EMISION, EXPEDICIÓN, REDENCIÓN Y PAGO DE LOS BONOS PENSIONALES. Define el artículo 5º del Decreto 1748 de 1995 adicionado por el artículo 1º del Decreto 1513 de 1998, que la emisión del bono pensional es el momento en que se confirma o certifica la información contenida en la liquidación provisional del mismo, en el caso de emisores privados, o el momento en que queda en firme el acto administrativo que reconoce el derecho al bono pensional, en el caso de emisores públicos; mientras que por la expedición del bono se entiende como tal el momento de suscripción del título físico o del ingreso de la información al depósito central de valores. En cuanto a la redención de los bonos pensionales, si bien no hay una norma que defina cuál es su concepto, lo cierto es que al analizar los artículos 15 y 16 del Decreto 1748 de 1995, se infiere que por redención se debe entender el momento a partir del cual la obligación se hace exigible al emisor, estableciéndose en el artículo 20 de ese cuerpo normativo, que la redención normal del bono, por regla general, se efectúa en la fecha en la que el afiliado cumple los 62 años en el caso de los hombres y 60 años en el de las mujeres. Ahora bien, una vez redimido el bono pensional en las edades previstas anteriormente, el pago del mismo se hace exigible, y de acuerdo con lo previsto en el artículo 17 del precitado Decreto, el emisor pagará el bono a su legítimo tenedor dentro del mes siguiente a la fecha en la cual reciba de éste la solicitud de pago en la forma que el emisor haya establecido, sin embargo, para los bonos tipo A con redención normal no se requiere solicitud y se pagarán dentro del mes siguiente a fecha de redención. En todo caso, si el emisor o el responsable de cuota parte de un bono no pagaren dentro del plazo establecido en el inciso anterior, reconocerán automáticamente intereses de mora a partir de la fecha límite, a la tasa establecida en el artículo 12 ibídem.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, diecisiete de mayo de dos mil diecisiete, siendo las diez y quince minutos de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por la AFP PORVENIR S.A en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito el 17 de mayo de 2016, dentro del proceso que le promueve el señor MANUEL VÉLEZ LUGO, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-003-2015-00626-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende el señor Manuel Vélez Lugo que la justicia laboral declare que tiene derecho a disfrutar la pensión de vejez que le fue reconocida por la AFP Porvenir S.A. a partir del 26 de noviembre de 2012 y con base en ello aspira que se condene a esa entidad a reconocer y pagar el retroactivo pensional causado entre esa calenda y el 26 de septiembre de 2013, los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 o en su defecto la indexación de las sumas a reconocer, lo que resulte probado extra y ultra petita y las costas procesales a su favor.

Refiere que: Nació el 11 de noviembre de 1950, cumpliendo los 62 años de edad en la misma calenda del año 2012; se afilió al régimen de prima media con prestación definida administrado por el ISS el 21 de mayo de 1973, realizando cotizaciones hasta el 30 de abril de 1997; posteriormente se trasladó al RAIS afiliándose a la AFP Porvenir S.A.; el 20 de noviembre de 2012, cumplidos los requisitos de Ley, solicitó el reconocimiento de la pensión de vejez; el 1º de octubre de 2013 la sociedad demandada le informó que su solicitud había sido aprobada, reconociéndole la pensión desde el 1º de octubre de 2013; el 16 de diciembre de 2013 solicitó el pago del retroactivo pensional causado entre el 26 de noviembre de 2012 y el 26 de septiembre de 2013, pero el 24 de diciembre de 2013 la AFP le negó esa petición argumentando que solo hasta el 4 de septiembre de esa anualidad se había acreditado el bono pensional en la cuenta de ahorro individual.
Al contestar la demanda –fls.51 a 64- la AFP Porvenir S.A. aceptó la solicitud y posterior reconocimiento de la pensión de vejez, explicando que la misma solo puede disfrutarse desde el momento en que lo determinó la administradora, pues solo hasta ese momento se acreditó el requisito de capital, esto es, cuando ingreso a la cuenta el respectivo bono pensional. Frente a los demás hechos expresó que no le constaban. Se opuso a las pretensiones y formuló las excepciones de mérito que denominó “Inexistencia de la obligación, cobro de lo no debido, falta de causa en las pretensiones de la demanda, carencia de acción y ausencia de derecho sustantivo”, “Pago”, “Buena fe”, “Prescripción”, “Compensación” e “Innominada o genérica”.
En sentencia de 17 de mayo de 2016, la funcionaria de primer grado determinó que el señor Manuel Vélez Lugo para el 11 de noviembre de 2012 cuando cumplió los 62 años de edad, ya tenía acumulado el capital suficiente para que se le reconociera la pensión de vejez, sin que en nada incida para el disfrute del derecho, el hecho de que el bono pensional emitido por la oficina de bonos pensional del Ministerio de Hacienda y Crédito Público lo haya pagado en el mes de septiembre de 2013; motivo por el que ordenó a la AFP Porvenir S.A. reconocer el disfrute de la prestación económica a partir del 26 de noviembre de 2012, fecha a partir de la cual el accionante solicitó su derecho, y en consecuencia la condenó posteriormente a cancelar el retroactivo pensional generado entre esa fecha y el 31 de agosto de 2013, así como los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 desde el 21 de mayo de 2013 y hasta el 30 de septiembre de 2013.
Inconforme con la decisión, la AFP Porvenir S.A. interpuso recurso de apelación argumentando que la pensión de vejez del señor Manuel Vélez Lugo, reconocida de conformidad con lo previsto en el artículo 64 de la Ley 100 de 1993, solo podía empezarse a disfrutar desde el momento en que completó el capital necesario en la cuenta de ahorro individual para financiar la prestación económica, y ello solo aconteció cuando a esa cuenta ingresó el valor del bono pensional liquidado por la oficina de bonos pensionales del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, permitiendo que la AFP pudiera hacer los respectivos cálculos, teniendo en cuenta el capital total de la cuenta y la expectativa de vida del afiliado y sus beneficiarios; razones por las que solicita que se revoque la sentencia de primera instancia y se le absuelva de las pretensiones de la demanda.
En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver el siguiente PROBLEMA JURÍDICO:

¿A partir de qué fecha tiene derecho el demandante a disfrutar la pensión de vejez que le fue reconocida por la AFP Porvenir S.A.?
Con el propósito de dar solución al interrogante es del caso analizar los siguientes aspectos jurídicos:
1. NATURALEZA JURÍDICA DE LOS BONOS PENSIONALES.
Señala el artículo 121 de la Ley 100 de 1993, que los bonos pensionales son instrumentos de deuda pública nacional, con las características indicadas en el artículo 116 ibídem, esto es, nominativos, que se expresen en pesos, endosables a favor de las entidades administradoras de pensiones o aseguradoras con destino al pago de las pensiones que generan a cargo del emisor un interés equivalente a la tasa DTF y que,  según el artículo 12 del Decreto 1299 de 1994, pueden ser negociados en el mercado secundario.
Dichos bonos, tal y como lo establece el artículo 115 de la Ley 100 de 1993, constituyen aportes destinados a contribuir en la conformación del capital necesario para financiar las pensiones de los afiliados al sistema general de pensiones.

Bajo esas características y con esos fines, se tiene entonces que los bonos pensionales son valores de contenido crediticio que tienen su propia Ley condicionada de circulación; sin que tengan la misma connotación de los títulos valores en los términos señalados en el Código de Comercio, pues no se puede perder de vista que el artículo 53 del Decreto 1748 de 1995 permite la desmaterialización de los bonos pensionales por medio de Depósitos Centralizados de Valores, lo que significa que el valor no está representado en un documento físico con firma del emisor, sino que se conservan en bases de datos informáticas custodiadas por la entidad legalmente designada para ello. 
2. EMISION, EXPEDICIÓN, REDENCIÓN Y PAGO DE LOS BONOS PENSIONALES.
Define el artículo 5º del Decreto 1748 de 1995 adicionado por el artículo 1º del Decreto 1513 de 1998, que la emisión del bono pensional es el momento en que se confirma o certifica la información contenida en la liquidación provisional del mismo, en el caso de emisores privados, o el momento en que queda en firme el acto administrativo que reconoce el derecho al bono pensional, en el caso de emisores públicos; mientras que por la expedición del bono se entiende como tal el momento de suscripción del título físico o del ingreso de la información al depósito central de valores.
En cuanto a la redención de los bonos pensionales, si bien no hay una norma que defina cuál es su concepto, lo cierto es que al analizar los artículos 15 y 16 del Decreto 1748 de 1995, se infiere que por redención se debe entender el momento a partir del cual la obligación se hace exigible al emisor, estableciéndose en el artículo 20 de ese cuerpo normativo, que la redención normal del bono, por regla general, se efectúa en la fecha en la que el afiliado cumple los 62 años en el caso de los hombres y 60 años en el de las mujeres.

Ahora bien, una vez redimido el bono pensional en las edades previstas anteriormente, el pago del mismo se hace exigible, y de acuerdo con lo previsto en el artículo 17 del precitado Decreto, el emisor pagará el bono a su legítimo tenedor dentro del mes siguiente a la fecha en la cual reciba de éste la solicitud de pago en la forma que el emisor haya establecido, sin embargo, para los bonos tipo A con redención normal no se requiere solicitud y se pagarán dentro del mes siguiente a fecha de redención. En todo caso, si el emisor o el responsable de cuota parte de un bono no pagaren dentro del plazo establecido en el inciso anterior, reconocerán automáticamente intereses de mora a partir de la fecha límite, a la tasa establecida en el artículo 12 ibídem.
EL CASO CONCRETO

Sostiene la AFP Porvenir S.A. que la pensión de vejez que se le reconoció al señor Manuel Vélez Lugo solamente podía reconocerse a partir del momento en el que el valor del Bono Pensional Tipo A ingresó a la cuenta de ahorro individual del accionante, situación que solo aconteció en el mes de septiembre de 2013.
Sin embargo, de conformidad con lo expresado anteriormente no puede determinarse como fecha del disfrute de la pensión de vejez el momento en el que se paga el bono pensional, sino aquel momento desde que el mismo se hace exigible, que no es otro que la fecha en que se redime, que de manera general ocurre cuando el beneficiario cumple la edad establecida en el artículo 20 del Decreto 1748 de 1995, que en el caso de los hombres son los 62 años; pues precisamente con base en esa fecha es que se hacen los cálculos para determinar cuál es valor del bono.
Según la información expedida por la Oficina de Bonos Pensionales del Ministerio Hacienda y Crédito Público –fls.35 a 37- el Bono Pensional Tipo A, a favor de la cuenta de ahorro individual del señor Manuel Vélez Lugo se redimió de manera normal el 11 de noviembre de 2012, esto es, la fecha en que él cumplió los 62 años de edad, pues así se corrobora con la copia de la cédula de ciudadanía visible a folio 6 del expediente, en donde se indica que él nació en la misma calenda del año 1950.
Es que nótese que de acuerdo con la información suministrada en el citado documento, la liquidación de los cupones que integran el bono pensional a favor del señor Vélez Lugo fueron calculados a la fecha de su redención normal, arrojando como resultado total a cancelar en la cuenta de ahorro individual la suma de $154.123.000, que de conformidad con lo establecido en el artículo 17 del Decreto 1748 de 1995, debía ser pagado a más tardar dentro del mes siguiente a la redención, esto es, hasta el 11 de diciembre de 2012; precisamente para que una vez elevada la solicitud de reconocimiento de la pensión de vejez, que en este caso se presentó el 20 de noviembre de 2012, la AFP cumpliera con los seis meses establecidos en la Ley para reconocer y empezar a pagar la pensión.
Bajo tales parámetros, el actor tenía derecho a disfrutar la pensión de vejez a partir de la fecha de redención normal del Bono Pensional Tipo A, pues a pesar de que en ese momento no se había incorporado a la cuenta de ahorro individual del afiliado el dinero representado en ese valor de contenido crediticio, lo cierto es que la AFP ya tenía conocimiento de cuál era su importe en pesos, que sumado al capital que tenía acumulado el afiliado con sus cotizaciones, le permitían a la Administradora realizar los cálculos respectivos para establecer si se cuenta con el capital necesario para financiar la pensión de vejez.
Es que el hecho de que el emisor del bono pensional no haya transferido el valor del bono dentro del mes siguiente a la fecha en que se redime de manera normal, no puede afectar el disfrute de la prestación, pues lo que genera realmente ese pago tardío, son intereses moratorios a cargo del emisor y a favor de la AFP, quien dicho sea de paso, es quien tiene que realizar las gestiones para hacer efectivo el valor del bono.

Así las cosas, tendría derecho el accionante a disfrutar la pensión de vejez desde el 11 de noviembre de 2012, esto es, cuando cumplió los 62 años de edad, se redimió de manera normal el Bono Pensional Tipo A y tenía con él el capital suficiente para financiar la prestación económica, no obstante, como su petición fue la de que se le reconociera la misma desde el 26 de noviembre de 2012, a lo cual accedió la funcionaria de primer grado, dicha fecha se conservará, pues tal y como es sabido, en esta sede no resulta posible fallar extra y ultra petita.
En el anterior orden de ideas, se confirmará la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito el 17 de mayo de 2016.
Costas en esta instancia a cargo de la parte demandada en un 100%.
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. CONFIRMAR la sentencia recurrida.
SEGUNDO. CONDENAR en costas en esta instancia a la parte demandada en un 100%.
Decisión notificada en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella intervinieron.

Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES         OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
ALONSO GAVIRIA OCAMPO

Secretario
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